
 

 

 

 

P
ro

ye
ct

o 
R

E
S

D
A

L 
– 

G
P

S
F 

G
én

er
o 

y 
O

pe
ra

ci
on

es
 d

e 
pa

z 
en

 A
m

ér
ic

a 
La

tin
a:

 R
es

ol
u-

ci
on

es
 1

32
5 

y 
18

20
 d

e 
la

 te
or

ía
 a

 la
 p

rá
ct

ic
a 

  

 

 

  

 

       

INFORME 
GUATEMALA 
Género y Operaciones de paz en 
América Latina: Resoluciones 
1325 y 1820 de la teoría a la 
Práctica 

Alejandra Cruz Galich 
 
 

Guatemala, 1ro. de agosto de 2011 
 

 

 



 

 

  

 

  

                                                                                                           

 

P
ro

ye
ct

o 
R

E
S

D
A

L 
– 

G
P

S
F 

G
én

er
o 

y 
O

pe
ra

ci
on

es
 d

e 
pa

z 
en

 A
m

ér
ic

a 
La

tin
a:

 R
es

ol
u-

ci
on

es
 1

32
5 

y 
18

20
 d

e 
la

 te
or

ía
 a

 la
 p

rá
ct

ic
a 

 

1 

 

 

Contenido 
 
PROYECTO RESDAL – GPSF GÉNERO Y OPERACIONES DE PAZ EN AMÉRICA LATINA: RESOLUCIONES 1325 
Y 1820 DE LA TEORÍA A LA PRÁCTICA 
 

INTRODUCCIÓN 
 
I. ANÁLISIS DEL MARCO INSTITUCIONAL Y NORMATIVO 

1.1. INSTRUMENTOS JURÍDICOS INTERNACIONALES RATIFICADOS 
1.2. CREACIÓN DE MECANISMOS INSTITUCIONALES A FAVOR DE LAS MUJERES 
1.3. AVANCES LEGISLATIVOS EN MATERIA DE GÉNERO 
1.4. POLÍTICAS PÚBLICAS Y PLANES EN MATERIA DE GÉNERO 

 

II. CONTEXTO GENERAL 
2.1. PARTICIPACIÓN POLÍTICA: LA REPRESENTATIVIDAD DE LA MUJER EN GUATEMALA 
2.2. SITUACIÓN DE VIOLENCIA EN CONTRA DE LA MUJER EN GUATEMALA 

 

III.     PERSPECTIVAS  PARA LA IMPLEMENTACIÓN DEL PLAN DE ACCIÓN DEL 1325 EN GUATEMALA 
3.1. PUNTO DE PARTIDA: LOS ACUERDOS DE PAZ Y EL TRATADO MARCO DE LA SEGURIDAD 

DEMOCRÁTICA 
3.2. INSTITUCIONES CLAVES PARA LA IMPLEMENTACIÓN DEL PLAN DE ACCIÓN DE LA RESOLUCIÓN 

1325 EN GUATEMALA 
3.3  OTRAS INSTITUCIONES QUE DEBEN FORMAR PARTE DEL PLAN DE ACCIÓN DE LA RESOLUCIÓN 

1325 
 

CONCLUSIONES 
BIBLIOGRAFÍA 

 

  



 

 

 

 

                                                                                                                          

 

P
ro

ye
ct

o 
R

E
S

D
A

L 
– 

G
P

S
F 

G
én

er
o 

y 
O

pe
ra

ci
on

es
 d

e 
pa

z 
en

 A
m

ér
ic

a 
La

tin
a:

 R
es

ol
u-

ci
on

es
 1

32
5 

y 
18

20
 d

e 
la

 te
or

ía
 a

 la
 p

rá
ct

ic
a 

 

2 

 

 

Introducción 
 

El presente documento consiste en una iniciativa de investigación, el cual tiene como objeti-
vo fomentar y dar continuidad a la temática de estudio de RESDAL sobre Mujer, paz y segu-
ridad y las Resoluciones 1325 y 1820.  

En ese sentido, el estudio de RESDAL sobre “La mujer en las instituciones armadas y poli-
ciales – Resolución 1325 y operaciones de paz en América Latina” constituye la herramien-
ta base y la plataforma para el desarrollo del presente documento. 

En esa línea, este documento parte fundamentalmente de la Resolución 1325 de la Organi-
zación de las Naciones Unidas sobre mujer, paz y seguridad, el cual insta a una mayor re-
presentatividad de la mujer en todos los ámbitos de toma de decisiones en las instituciones 
a nivel local, regional e internacional, para desarrollar el enfoque preventivo y de solución 
de conflictos. 

La Resolución también busca incorporar una perspectiva de género sobre todo en los proce-
sos de Operaciones de Paz, incluido los procesos de negociación y aplicación de acuerdos de 
paz, el cual implica, incluir las necesidades especiales de las mujeres y niñas en los procesos 
de rehabilitación, reintegración, reconstrucción en postconflicto, así también la repatriación 
y reinserción; mecanismos de pacificación a nivel local donde se integra a población femeni-
na para la prevención y solución de conflictos; y finalmente, garantizar la protección y el 
respeto de los derechos humanos de las mujeres y niñas.  

Respondiendo a la Resolución 1820, otra de las resoluciones de las Naciones Unidas  relati-
vas a la mujer, paz y seguridad, se reflexiona sobre la violencia sexual la cual ha sido utiliza-
da como táctica de guerra en contra de población civil o como parte de ataques sistemáticos 
contra esta población, lo que puede significar la perpetuación del conflicto, incluso constitu-
ye un importante impedimento para el restablecimiento de la paz. Por lo tanto, dicha resolu-
ción insta a implementar medidas eficaces de prevención de la violencia sexual y protocolos 
de actuación para reaccionar debidamente ante tales eventos. 

Así mismo la investigación se soporta en otras resoluciones de las Naciones Unidas como la 
1888, 1889 y 1960, las cuales reiteran como la violencia sexual utilizada como táctica de 
guerra o como parte de ataques sistemáticos contra población civil, puede agudizar signifi-
cativamente las situaciones de conflicto armado y constituye en algunos casos, impedimento 
para restablecimiento de la paz y seguridad internacional. 

Dichas resoluciones instan nuevamente a los Estados miembros  y organizaciones regionales 
e internacionales, a que sigan adoptando medidas para mejorar la participación de la mujer 
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en todas las etapas de los procesos de paz, incluyendo los procesos de toma de decisiones 
políticas. A través de las recomendaciones contenidas en la Resolución se promueve el lide-
razgo de las mujeres y su capacidad para intervenir en la gestión y la planificación de los 
procesos de cambio. Se promueve el apoyo a la organización de mujeres que luchan contra 
las actitudes sociales negativas sobre la capacidad de la mujer para participar en pie de 
igualdad, e insta a la adopción de medidas para prevenir actos de violencia sexual y respon-
der a ellos eficazmente contribuyendo así al mantenimiento de la paz y la seguridad interna-
cional. 

Específicamente, esta investigación busca indagar sobre el contexto y las perspectivas que 
existen para diseñar e implementar Planes Nacionales sobre la Resolución 1325 en cinco 
países de la región: Argentina1, Bolivia, Ecuador, Guatemala y Uruguay. Se busca que cada 
investigación nacional, en este caso “Guatemala”, promueva la generación de conciencia y 
conocimiento de la Resolución 1325, y que colabore a difundir los objetivos y propósitos 
del Proyecto. 

Finalmente, el presente estudio se fundamenta en el papel de las mujeres en la promoción y 
consolidación de la paz, prevención y solución de conflictos y la importancia de incluir a las 
mujeres en la toma de decisiones políticas, con especial énfasis en las operaciones de man-
tenimiento de la paz, y la protección de los derechos humanos de niñas y mujeres en conflic-
tos armados, respondiendo a los principios de equidad de género, paz y seguridad. 

 

1. Análisis del marco institucional y normativo 

1.1. Instrumentos jurídicos internacionales ratificados 
 

A raíz del proceso de democratización posterior a los Acuerdos de Paz, el Estado guatemal-
teco asume el compromiso de tomar acciones para la transformación social, política y eco-
nómica del país. En ese contexto, el país suscribe en el ámbito regional como internacional 
una serie de acuerdos, convenios y declaraciones que permite establecer como deber fun-
damental del Estado la protección y respeto de los derechos humanos y el desarrollo social 
de su población.  

Este conjunto de principios incluyen posteriormente e indefectiblemente la igualdad de 
género como un componente primordial, para aspirar al pleno respeto de los derechos hu-
manos, entre los cuales destacan la Convención para la eliminación de todas las formas de 
                                                             
1 Argentina cuenta con un Plan en el ámbito del Ministerio de Defensa. Fue lanzado en el año 2008, y 
al día de hoy no existe un Plan que integre a todas las instituciones que deberían estar involucradas.   
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discriminación contra la mujer -CEDAW-, conocida como “La Carta Magna de las Mujeres” de 
la Asamblea General de Naciones Unidas en 1979; la Declaración y Programa de Acción de la 
Conferencia Mundial de Derechos Humanos, “sobre los derechos humanos de las mujeres, 
como parte inalienable, integral e indivisible de los derechos humanos” en 1993; la Declara-
ción sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer. Resolución 48/104 de la Asamblea 
General de Naciones Unidas en 1993; la Convención Interamericana para Prevenir, Sancio-
nar y erradicar la Violencia contra la Mujer, “Convención de Belem Do Para” de la Organiza-
ción de Estados Americanos de 1994; el Programa de Acción de la Conferencia Internacional 
sobre Población y Desarrollo de El Cairo (1994); la Declaración y Plataforma de Acción de la 
IV Conferencia Mundial de la Mujer (Declaración de Beijing) de 1995; y el Protocolo Faculta-
tivo de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la 
mujer de la Asamblea General de Naciones Unidas en 1999.  

Tabla 1. Instrumento Legal Internacional Año de ratifi-
cación 

Creado en 
el año 

La Convención para la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer -CEDAW-, conocida 
como “La Carta Magna de las Mujeres” de la Asamblea 
General de Naciones Unidas 

1982 1979 

La Convención Interamericana para Prevenir, Sancio-
nar y erradicar la Violencia contra la Mujer, “Conven-
ción de Belem Do Para” de la Organización de Estados 
Americanos 

1995 1994 

El Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eli-
minación de todas las formas de discriminación contra 
la mujer de la Asamblea General de Naciones Unidas en 
1999.  

2002 1999 

La Declaración y Programa de Acción de la Conferencia 
Mundial de Derechos Humanos, “sobre los derechos 
humanos de las mujeres, como parte inalienable, inte-
gral e indivisible de los derechos humanos” 

 1993 

La Declaración sobre la Eliminación de la Violencia con-
tra la Mujer. Resolución 48/104 de la Asamblea General 
de Naciones Unidas 

 1993 

El Programa de Acción de la Conferencia Internacional 
sobre Población y Desarrollo de El Cairo   1994 

La Declaración y Plataforma de Acción de la IV Confe-
rencia Mundial de la Mujer (Declaración de Beijing)  1995 

Fuente: Elaboración propia 
 
Todos estos instrumentos, constituyen la plataforma y base para la construcción de institu-
ciones y normas que favorezcan la igualdad de género en Guatemala. Es notable la Declara-

http://www.isis.cl/temas/conf/poblacion.htm
http://www.isis.cl/temas/conf/poblacion.htm
http://www.unhchr.ch/spanish/html/menu3/b/opt_cedaw_sp.htm
http://www.unhchr.ch/spanish/html/menu3/b/opt_cedaw_sp.htm
http://www.unhchr.ch/spanish/html/menu3/b/opt_cedaw_sp.htm
http://www.unhchr.ch/spanish/html/menu3/b/opt_cedaw_sp.htm
http://www.unhchr.ch/spanish/html/menu3/b/opt_cedaw_sp.htm
http://www.unhchr.ch/spanish/html/menu3/b/opt_cedaw_sp.htm
http://www.unhchr.ch/spanish/html/menu3/b/opt_cedaw_sp.htm
http://www.isis.cl/temas/conf/poblacion.htm
http://www.isis.cl/temas/conf/poblacion.htm
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ción de Beijing y la Plataforma para la Acción Mundial (PAM) emanada de la IV Conferencia 
Mundial de la Mujer, cuyo mandato es la creación de mecanismos, atribuciones y recursos 
claramente delimitados que permitan desarrollar la capacidad y competencia de las muje-
res, para asumir mayor liderazgo en la toma de decisiones a nivel local, regional e interna-
cional.  

Otro mecanismos a nivel regional que promueve una mayor representatividad de las muje-
res, es el  Consenso de Quito (2007), emanado de la X Conferencia Regional sobre la Mujer 
de América Latina y el Caribe,  y el cual declara el compromiso de los Estados a realizar ac-
ciones de gobierno para garantizar la paridad en la participación política de las mujeres en 
todos los ámbitos de la vida política y social.  

A nivel regional, se cuenta también con el Protocolo Adicional a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos en materia de derechos económicos, sociales y culturales, conoci-
do como "Protocolo de San Salvador", donde los Estados miembros se comprometen a ga-
rantizar el derecho al trabajo e igualdad de oportunidades sin discriminación alguna por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, 
origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

Para medir el cumplimiento de la CEDAW, como uno de los instrumentos jurídicos interna-
cionales más importantes en materia de género ratificados, Guatemala ha elaborado infor-
mes de avances para entregar a la Comisión de Expertas2. Estos informes revisados por esta 
Comisión, enfatizan tanto en los avances y logros como en las áreas de mayor preocupación, 
o bien los desafíos a superar. Según estas revisiones y a raíz del último informe entregado 
durante el 2007, Guatemala registra un 5% de cumplimiento total de recomendaciones, 43% 
con cumplimiento parcial, y 52% aún sin cumplimiento3. Asimismo, Guatemala como Estado 
miembro de las Naciones Unidas, reconoce la necesidad de cumplir los Objetivos de Desa-
rrollo del Milenio (ODM) según sus indicadores, los cuales incluyen mejorar las condiciones 
de vida de la humanidad y promover la igualdad entre hombres y mujeres y el empodera-
miento de la mujer. La igualdad entre hombres y mujeres, implica paridad en la educación, 
paridad en el trabajo, y paridad en la participación y representación política.  

Estos instrumentos legales y mecanismos internacionales, han sido determinantes para el 
avance institucional en materia de género a nivel local, generando así no solo la  discusión y 
el debate sino acciones concretas para lograr la equidad. En ese sentido, la decisión del Es-
tado de suscribir y formar parte de estos convenios, permite en una posterior etapa, dirigir 
esfuerzos desde las instituciones para la formulación de estrategias y planes en el marco de 
los compromisos internacionales adoptados. 

                                                             
2 Mecanismo de seguimiento de la CEDAW a través de la evaluación de una Comisión de Expertas. 
Su creación se fundamenta en el art. 17 de dicha Convención.   
3 PNUD (2010: 275)  
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1.2. Creación de mecanismos institucionales a favor de las mujeres 

Paralelo y gracias a la ratificación de convenios y tratados internacionales en materia de 
género, se crean en el ámbito local guatemalteco nuevos espacios de organización y partici-
pación social de las mujeres, y cuyas tareas de incidencia, propuesta y sobre todo demanda, 
marcan de manera significativa una nueva etapa institucional donde la mujer y sus derechos 
se presentan desde su base social, haciéndose visibles por primera vez. 

Tanto las acciones de las organizaciones sociales, como del Estado y los Organismos Inter-
nacionales, sirven de plataforma para promover la creación de un conjunto de instituciones, 
herramientas y mecanismos para impulsar la incorporación de la mujer en todos los ámbi-
tos. En ese sentido y a raíz de la VI Conferencia Interamericana del Ministros de Trabajo, 
realizada en Lima, Perú en 1978, se crea en el año 1981 la Oficina Nacional de la Mujer 
(ONAM), como institución sin precedentes, dedicada a impulsar políticas públicas tendientes 
a favorecer el desarrollo de las mujeres. 

Posteriormente y en respuesta a los compromisos adquiridos en los Acuerdos de Paz de 
1996, se crea en el año 1998 el Foro Nacional de la Mujer (FNM) adherida a la Secretaria de 
la Paz, SEPAZ. Su objetivo es dar seguimiento al cumplimento de los Acuerdos de Paz, con-
venios y tratados internacionales en materia de género ratificados por el Estado Guatemal-
teco, y dar aportes e insumos para la creación de políticas, planes y programas para fomen-
tar el desarrollo equitativo de las mujeres.  

Hacia el año 1999 y en respuesta también a los compromisos contenidos en los Acuerdos de 
Paz, se crea la Defensoría de la Mujer Indígena -DEMI-,  constituido para dar atención a las 
particulares situaciones de vulnerabilidad y discriminación de la mujer indígena.  

Un año después, en el año 2000, se plantea mediante el Acuerdo Legislativo 14-2000, la 
creación de la una institución dedicada exclusivamente a la Mujer, con el objeto de dar res-
puesta a las demandas de las mujeres y a los compromisos internacionales que el Estado 
guatemalteco ha asumido en los años anteriores. En el mismo año, se instala la Secretaria 
Presidencial de la Mujer -SEPREM- a través de un Acuerdo Gubernativo 200-2000, como 
entidad asesora y coordinadora de políticas públicas en materia de promoción y desarrollo 
de las mujeres guatemaltecas, bajo la dirección inmediata del Presidente de la República. 
Para la selección de la Secretaria, se establece un proceso en el cual el nombramiento se da a 
propuesta de las coordinaciones de las organizaciones de mujeres del sector social, como un 
mecanismo democrático y de representatividad donde consten y se haga valer las demandas 
de dicho sector. 
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Unidad de Género, Mujer y Juven-
tud Rural 

Ministerio de Agricultura, Ganadería y 
Alimentación, MAGA 

2000 

Municipalidades 
Comisión de las Corporaciones 
Municipales 

Comisión de la Familia, la Mujer y la 
Niñez 

2002 

Oficinas Municipales de la Mujer 
(OMM) 

Municipalidades Primer creada 
en el 2000 

Fuente: Informe Nacional de Desarrollo Humano 2009/2010, PNUD. P.284. 
 
De los mecanismos presentados, los más relevantes en relación a género y seguridad son la 
Unidad de mujer y análisis de género del Organismo Judicial, la Unidad de asesoría sobre 
aspectos de la mujer de la SEPAZ, la Oficina de la Mujer del MINGOB, la de Derechos Huma-
nos de la Policía Nacional Civil y Equidad de Género, el programa PROPEVI de la SOSEP, los 
Pactos municipales por la salud integral de la mujer de SEPREM y finalmente las Oficinas 
Municipales de la Mujer (OMM). Este último mecanismo es de vital importancia por ser el 
ente encargado de dar atención a las necesidades específicas de las mujeres del municipio (a 
nivel local) a través del fomento de su liderazgo comunitario, participación económica, so-
cial y política. Asimismo la OMM, está facultada para coordinar con las dependencias res-
ponsables la gestión de cooperación técnica y financiera con entes nacionales e internacio-
nales para la implementación de acciones y proyectos a favor de las mujeres del municipio4. 

En cuanto a mecanismos dentro de la SEPREM, no está demás mencionar la próxima crea-
ción de la sección de Seguridad y Género a instalarse en agosto del 2011, y cuya creación 
responde a las necesidades de abordar el tema de la Prevención de la Violencia desde sus 
causas y raíces. La propuesta de creación de este mecanismo viene desarrollándose desde 
enero del 2011, y logró concretizarse gracias al apoyo del programa del PNUD, Ventanas de 
Paz como iniciativa de largo aliento que va más allá del fin de período presidencial 2008-
2011 en Guatemala y que propone dar seguimiento al tema de género dentro de las institu-
ciones y en el marco del programa de Mujeres, Paz y Seguridad de las Naciones Unidas (in-
cluidas las perspectivas de las resoluciones 1325 y 1820 y la necesidad de implementar los 
planes de acción)5.  

 

1.3. Avances legislativos en materia de género 
 

En el marco legal guatemalteco, un avance sustancial en materia de género es la creación y 
aprobación de la Ley de Femicidio y otras formas de violencia contra la mujer (2008), el cual 

                                                             
4 Artículo 95 bis del Código Municipal. 
5 Entrevista a próxima encargada del tema de Seguridad y Género y actualmente asesora de la SE-
PREM, Lcda. Jeannette Asencio. 
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busca erradicar otros tipos de violencia asociadas como la violencia intrafamiliar y violencia 
basada en género. Esta ley establece sanción penal a cualquier forma de discriminación y a 
la violencia económica, física, sexual y psicológica en contra la mujer.  

Posteriormente, en el año 2009 se aprueba la Ley contra la violencia sexual, explotación y 
trata de personas, un instrumento legal aún más específico en relación al tema de la violen-
cia sexual. Dicha ley, responde en gran medida a la discusión generada a raíz del Protocolo 
para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas que complementa la Convención de 
las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, y cuyos objetivos son 
proveer un marco general para leyes de prevención y combate a la trata de personas, pres-
tando especial atención a la protección de las víctimas, fundamentalmente a las mujeres y 
los niños. 

Uno de los aspectos más valiosos y significativos de la Ley contra la violencia sexual, explo-
tación y trata de personas en Guatemala, son las nuevas tipificaciones de delitos que modifi-
ca el sistema penal del país. Entre estas nuevas tipificaciones están la discriminación y la 
violación, la cual hace derogar siete artículos del código penal, además de regular lo relacio-
nado con la violencia sexual y la explotación y trata de personas. También garantiza la aten-
ción y protección de las víctimas, así como el resarcimiento de los daños y perjuicios ocasio-
nados, identificando como la población más vulnerable a mujeres y niños. La ley incluye 
temas como repatriación de víctimas de trata de personas y delitos contra la libertad e in-
demnidad sexual. 

A continuación se expone una tabla que compila las leyes recién creadas en materia de Gé-
nero y según los años de su aprobación. 

Tabla 3. Leyes aprobadas en materia de género 
No.  Nombre de la Ley Año (aprobado) 
1. Ley contra la violencia sexual, explotación y trata de personas 2009 
2. Ley de Femicidio y otras formas de violencia contra la mujer 2008 
3. Ley de acceso universal y servicios equitativos de planificación 

familiar 
2005 

4. Ley de Desarrollo Social 2001 
5. Ley de Promoción Educativa contra la Discriminación 2001 
6. Ley de Dignificación y Promoción Integral de la Mujer 1999 
7. Ley para Prevenir y Sancionar la Violencia Intrafamiliar 1996 
Fuente: Elaboración propia 

Otro marco legal importante por su impacto en todos los ámbitos de desarrollo, es la crea-
ción de la Ley de acceso universal y servicios equitativos de planificación familiar (Decreto 
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87-2005), la Ley de Desarrollo Social (Decreto 42-2001), la Ley de Promoción Educativa 
contra la Discriminación (Decreto 81-2001), la Ley para Prevenir y Sancionar la Violencia 
Intrafamiliar (Decreto 77-1996), y principalmente la Ley de Dignificación y Promoción Inte-
gral de la Mujer (Decreto 7-1999). Estas leyes no solo promueven el desarrollo integral de la 
mujer y su participación en todos los espacios, sino también hacen un reconocimiento de la 
pluriculturalidad de la sociedad guatemalteca como fundamento de la inclusión e integrali-
dad, en función de la dignificación y desarrollo social de las mujeres. Finalmente, se impulsa 
y aprueba la reforma al código penal a través de decreto legislativo 57-2002, que crea el 
nuevo artículo (202 bis) que incluye el género como una forma de discriminación.  

 

1.4. Políticas Públicas y Planes en materia de Género 
 

Dado los altos índices de violencia que se viven en el país y la región, los avances más nota-
bles respecto al género, son los relativos a la prevención de la violencia intrafamiliar y con-
tra la mujer. En ese sentido, se reconoce como uno los instrumentos capitales de política 
pública de la CONAPREVI, la elaboración del Plan Nacional de Prevención y Erradicación de 
la Violencia Intrafamiliar y Contra las Mujeres, PLANOVI (2004–2014). Este Plan constituye 
una estrategia de mediano plazo, dirigida a fijar políticas y acciones concertadas con el fin de 
prevenir, atender, sancionar y reducir la violencia intrafamiliar y contra las mujeres en Gua-
temala. Los objetivos de las áreas estratégicas identificadas son la investigación, análisis y 
estadística, la Prevención del VIF y VCM, la Atención integral a sobrevivientes VIF y VCM y el 
Fortalecimiento Institucional del Estado para prevenir, atender, sancionar y reducir la VIF y 
VCM. 

Otro de los avances significativos en materia de prevención de la violencia y a través de CO-
NAPREVI, son la instalación del Sistema Nacional de Información sobre Violencia contra la 
Mujer y la creación de Centros de Apoyo Integral para Mujeres Sobrevivientes (CAIMUS). No 
obstante, hasta ahora únicamente se cuenta con cinco centros en los departamentos de Gua-
temala, Escuintla, Baja Verapaz, Suchitepéquez y Quetzaltenango, lo que significa recursos 
limitados para combatir y prevenir la violencia intrafamiliar y violencia contra las mujeres a 
nivel nacional. 

Finalmente y a raíz de la Ley de Dignificación y Promoción Integral de la Mujer, se crea la 
Política Nacional de Promoción y Desarrollo integral de las mujeres y el Plan de equidad de 
oportunidades, 2008-20236. Esta política, que por su importancia será abordada en los si-

                                                             
6 Denominada la Política de Consenso por la amplia participación, tiempo y consenso que se tomó 
para su elaboración. Su primera versión se presentó hace 15 años y el actual Plan de Equidad de 
Oportunidades 2008-2023 constituye la tercera versión o tercer esfuerzo.  
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11 

guientes apartados, contempla dentro de sus objetivos principales: a) la priorización de las 
acciones del gobierno a la población de mujeres de todos los grupos, atendiendo las caracte-
rísticas multiétnicas, pluriculturales, multilingües y condiciones socio políticas del país; b) la 
adecuación de las políticas públicas, legislación, planes, programas y proyectos para la in-
corporación de las necesidades específicas de las mujeres; c) el incremento de la participa-
ción de las mujeres en los diferentes niveles de la gestión pública, y en los espacios de repre-
sentatividad y participación de la sociedad civil para la interlocución con el Estado; y final-
mente, d) la adecuación de los marcos legales, presupuestarios y mecanismos institucionales 
que aseguren la institucionalización de la política de promoción y desarrollo de las mujeres. 

A partir de esta propuesta, SEPREM elabora el Manual clasificador presupuestario de género 
como un aporte sin precedentes. El objetivo del Manual es favorecer la visualización de los 
recursos presupuestarios consignados a promover la equidad de género e identificar las 
asignaciones que beneficien a mujeres y niñas. Para la implementación de la iniciativa, se 
buscó capacitar a las instituciones de la Administración Central principalmente, y poste-
riormente a las municipalidades. No obstante, se ha tenido que enfrentar grandes obstáculos 
para utilizarlo como instrumento de formulación del presupuesto, al no coincidir con la cla-
sificación presupuestaria y el grupo de beneficiarios establecida en la norma.7  

 

2. Contexto General 
 

Según datos recientes, el indicador de pobreza en Guatemala es uno de los más altos de la 
región, afectando principalmente a la población indígena, rural, y a las mujeres. Aproxima-
damente el 40% de la población total es indígena y el 51.9% vive marginada en el área rural. 
Aproximadamente el 10.3% de la población no tiene acceso a servicios de salud y educación 
por razones de centralización de servicios en la capital y debilidad de las instituciones, entre 
otros aspectos. 

No obstante, un mayor nivel de exclusión y pobreza la viven las mujeres indígenas, al repre-
sentar una mayoría poblacional que vive en condiciones de pobreza y en el área rural.8  Las 
condiciones de exclusión y marginalidad que viven las mujeres, sobre todo indígenas radica 
en la falta de acceso a los servicios sociales y de fundamental manera, en la falta de partici-

                                                             
7 Ver programa de Presupuesto y Género en América Latina y el Caribe administrado por ONU Mu-
jeres en página web: http//:www.presupuestoygenero.net 
8 Ver datos estadísticos del Instituto Nacional de Estadística INE en página web: www.ine.gob.gt. 
Para el año 2006, el total de población femenina era de 52% aproximadamente, de las cuales 38% era 
indígena y 51% de ellas vivía en el área rural. 

http://www.ine.gob.gt/
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pación y representatividad en de la toma de decisiones que atienda  a sus necesidades más 
básicas para el desarrollo.  

En lo económico, la brecha entre mujeres y hombres es profundamente desigual. Según es-
tadísticas del Instituto Nacional de Estadística INE la escala de ingresos nacionales coloca en 
el extremo inferior a las mujeres indígenas y en el extremo de mayor ingreso a hombres 
ladinos residentes en áreas urbanas.  

Según la misma fuente el ingreso promedio mensual percibido por los hombres es de 
Q1,842.77 mientras que el de las mujeres es de Q1,005.19. La tenencia de tierra en propie-
dad es de 83.8% para los hombres y 16.2%.9  

El analfabetismo alcanza al 20% de la población, integrada principalmente por indígenas y 
mujeres, únicamente 6 de cada 10 mujeres de 15 a 24 años saben leer y escribir.  

Según datos oficiales10 el 36% de las mujeres en edad reproductiva son adolescentes, y el 
38% jóvenes, sólo el 26% de ellas son mujeres adultas. La tasa de fecundidad en el área ru-
ral del país, es de 4.2 hijos por mujer y a nivel nacional es de 3.6 hijos por mujer en edad 
fértil. El 20% de recién nacidos son de mujeres adolescentes.11  

Estos datos presentados a nivel muy general, hacen ver la necesidad urgente de dirigir es-
fuerzos hacia el desarrollo de las mujeres, no solo para el bien específico de este sector de la 
población que representa el 51%, sino porque garantizar la equidad de género significa el 
desarrollo integral para toda la población. 

 

2.1. Participación política: La Representatividad de la Mujer en Guatemala 

En cuanto al ámbito político, la población femenina ha estado históricamente limitada a los 
espacios de participación. A pesar de todos los esfuerzos y mecanismos institucionales crea-
dos, la proporcionalidad representativa (paridad) es significativamente baja, es decir  existe 
aún una baja proporción de mujeres participando en procesos de toma de decisiones en 
todos los niveles y en igualdad de condiciones.  

A pesar del mandato constitucional que garantiza la igualdad en la participación para los 
ciudadanos y ciudadanas en todos los cargos públicos de elección popular, y representar las 
mujeres el 51% del total de la población12, para el periodo de Gobierno 2007-2011 el por-

                                                             
9 Datos del año 2006. Ver página web del INE: http//:www.ine.gob.gt 
10 Datos del año 2010. Ver página web del INE: http//:www.ine.gob.gt 
11 Datos de la Encuesta Nacional de Salud Materno Infantil 2008/2009 del Instituto Nacional de Esta-
dística, INE. Ver página http://www.ine.gob.gt 
12 Resdal, 2009. 
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13 

centaje de mujeres en puestos de alto nivel, fue de 5.6% únicamente.13 Específicamente en el 
Congreso de la República, el porcentaje de representatividad de las mujeres es de 12.7%, lo 
que corresponde a una participación de 20 diputadas mujeres frente a 138 diputados hom-
bres, de las cuales únicamente 4 son mujeres indígenas.  

A pesar de algunos avances a nivel de Organismo Legislativo como lo es la creación de la 
Comisión de la Mujer, sigue siendo una de las Comisiones de Trabajo que cuenta con menos 
diputados y diputadas (en total 9 mujeres diputadas) no llegando al mínimo de participa-
ción de 15 miembros por Comisión.  

En el Organismo Ejecutivo y Ministerios, el porcentaje de representatividad corresponde al 
7.7%, lo que significa un total de 1 ministra mujer y 12 ministros hombres14. En el Organis-
mo Judicial y la Corte Suprema de Justicia, solo 2 mujeres ocupan cargos políticos frente a 11 
hombres, lo que corresponde al 15.4%. Finalmente, el nivel de representación más bajo está 
en las municipalidades, donde de 333 Alcaldes solo 6 son mujeres. Esto es igual a 1.8% de 
participación femenina.15 Cabe enfatizar, que sobre estos datos, la participación de mujeres 
indígenas es casi ausente. En la gráfica a continuación, se exponen las diferencias expuestas 
anteriormente. 

  

                                                             
13 Elaboración propia en base a datos del Informe Nacional de Desarrollo Humano PNUD (2010), y 
Monzón, Marielos. PNUD (2010). 
14 En cuanto a la distribución del empleo del Organismo Ejecutivo diferenciada por género, el total de 
mujeres superó al de los hombres en el 2009, siendo 83,309 empleadas mujeres, en relación a 79,867 
empleados hombres 
15 PNUD, (2010: 287) 



 

 

 

 

                                                                                                                          

 

P
ro

ye
ct

o 
R

E
S

D
A

L 
– 

G
P

S
F 

G
én

er
o 

y 
O

pe
ra

ci
on

es
 d

e 
pa

z 
en

 A
m

ér
ic

a 
La

tin
a:

 R
es

ol
u-

ci
on

es
 1

32
5 

y 
18

20
 d

e 
la

 te
or

ía
 a

 la
 p

rá
ct

ic
a 

 

14 

Representación Política en Guatemala. Períodos 2008-2009 

 
  Fuente: Elaboración propia. 

Entender la importancia de aumentar la participación de la mujer es fundamental para al-
canzar la igualdad de género, no obstante está condición no debe entenderse como una me-
ra cuestión de aumento de cantidad de mujeres ocupando cargos públicos en relación a los 
hombres, sino mas bien una mayor representatividad en la toma de decisiones en todos los 
niveles y en respuesta a las necesidades de la población femenina. Se refiere no solo a la 
cantidad, sino también a la calidad de la participación en representación de este sector de la 
población. 

Si bien se reconocen los avances normativos en materia de género, es evidente que debe 
realizarse mayores esfuerzos para asumir toda esta plataforma como políticas y compromi-
sos de Estado de largo trayecto, y no ser tomadas en cuenta únicamente como planes aisla-
dos. Debe darse seguimiento al tema tomando en cuenta la coordinación y compromiso ins-
titucional para el cumplimiento de la normativa y llevar a cabo de manera integral los  pla-
nes, programas y políticas. Se debe enfocar más en los resultados de estos planes y políticas 
y evitar el estancamiento de los procesos, para ello será necesario retomar los compromisos 
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de los convenios internacionales ratificados, para la orientación de los procesos y sostenibi-
lidad de los avances. 

 

2.2. Situación de Violencia en contra de la Mujer en Guatemala 

En el aspecto político, a pesar de la firma de los Acuerdos de Paz en Guatemala, que estable-
ce el punto de partida para la Reforma del Estado hacia una sociedad democrática, los regí-
menes autoritarios dejan una herencia de fuerte arraigo al sistema de dominación patriarcal. 
Esto se debe a que históricamente este tipo de regímenes tendían a favorecer y conservar el 
statu quo de la sociedad, la cual se caracterizaba por ser profundamente inequitativa y ex-
cluyente. Se apoyaban de los mecanismos de la represión para ejercer el poder, haciendo 
uso de los aparatos del Estado, principalmente de las Fuerzas Armadas para perpetuar el 
sistema político que les sostenía.  

Precisamente, debido a que la coacción y represión solían ser los mecanismos de poder, uno 
de los aparatos más importantes de los estados autoritarios eran los Ejércitos y Policías; por 
esta razón, suelen ser las fuerzas de seguridad, en el contexto de sociedades de postconflicto 
y regímenes en transición a la democracia, uno de los sectores principales para emprender 
una Reforma profunda e integral. 

En el caso de Guatemala, la población de mujeres solían ser objeto de abusos durante los 
conflictos armados, puesto que la violencia sexual era utilizada como un arma de guerra en 
contra de población civil, de allí el reconocimiento de la población de mujeres como uno de 
los sectores más vulnerables durante los conflictos armados. 

En los Informes de Recuperación de la Memoria Histórica (REMHI) de la Iglesia Católica y el 
de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico (CEH) de Naciones Unidas, la violencia 
sexual de las mujeres fue una práctica común dirigida a destruir la dignidad de las personas 
y la comunidad.. El último informe señala que aproximadamente 1 de cada 4 víctimas de 
violaciones a los derechos humanos fueron mujeres.  

Según el Informe de REHMI, fueron las mujeres indígenas del área rural, el grupo más afec-
tado durante el conflicto armado. Además de sufrir la violencia sexual, perdieron a padres, 
hijos y esposos, sufrieron el desplazamiento interno en condiciones de precariedad y asu-
mieron el cuidado y la protección de la familia y comunidad sobreviviente. 

En la actualidad, se reconoce que la situación de violencia y discriminación que viven las 
mujeres guatemaltecas hoy en día tiene su raíz en el conflicto armado. Esa situación se tra-
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duce hoy en un incremento acelerado de la violencia contra la mujer tal como lo demuestran 
las estadísticas recientes. 

Tabla 4. Muertes violentes de Mujeres en Gua-
temala 

Años 2009, 2010, 201116 
Año 2009 610 
Año 2010 842 
Año 2011* 451 

 *Datos hasta julio del 2011 
 Fuente: Elaboración propia con datos del INACIF. 

Hasta julio del 2011, se registraban según datos del Instituto Nacional de Ciencias Forenses, 
INACIF17, 451 muertes violentas de mujeres, entre las cuales el 68% fueron cometidas por 
arma de fuego. Según la misma fuente, para el año 2009 se registraron 610 muertes violen-
tas de mujeres y para el 2010 la estadística muestra un incremento de 842 muertes, una de 
las tasas más altas de la región y el mundo. 

Tabla 5.  Casos registrados de violencia intrafamiliar 
según sexo de la víctima y año de registro 

Año de regis-
tro 

Total 

Ambos sexos Hombres Mujeres 

2003 5,587 887 4,700 
2004 8,231 1,167 7,064 
2005 9,383 1,051 8,332 
2006 9,401 995 8,406 
2007 21,153 2,207 18,946 
2008 23,721 2,290 21,431 
2009 31,497 2,985 28,512 

Fuente: INE Guatemala, Unidad de Estadísticas de Violencia Intrafamiliar 

Según estadísticas de la Unidad de Estadísticas de Violencia Intrafamiliar y del Instituto Na-
cional de Estadística INE, el registro de mujeres agredidas por violencia intrafamiliar duran-
te el 2009 fue de 28,512 víctimas, y el registro de hombres agredidos para el mismo año fue 
de 2,985. Según datos de la misma fuente, el registro de agresores hombres fue de 27,995 y 
                                                             
16 Los datos se basan en estadísticas de necropsias realizadas por  Instituto Nacional de ciencias Fo-
renses de Guatemala, INACIF, según  tipos de muertes violentas que incluyen: arma de fuego, arma 
blanca y asfixia.  
17 Ver página web de INACIF en: http://www.inacif.gob.gt/ 
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3,500 agresoras mujeres para el total de los casos. Tal como lo demuestra el gráfico anterior, 
se registra un incremento anual de casos de Violencia Intrafamiliar. Estos datos pueden sig-
nificar además del incremento de violencia, aumento también de las denuncias y posible 
sub-registro en años anteriores, sin embargo debe continuar explorándose las razones del 
aumento de casos de Violencia para la prevención y erradicación del problema. 

 

3. Perspectivas para la Implementación del Plan de Acción del 1325 en Guatema-
la  

3.1. Punto de Partida: Los Acuerdos de Paz y el Tratado Marco de la Seguridad 
Democrática 

 

Una de las plataformas más importantes para la Reforma del Sector Seguridad en el contexto 
democrático y a nivel regional, es el Tratado Marco de Seguridad Democrática de Centro 
América firmado en 1995 por todos los países de la región centroamericana (Guatemala, 
Honduras, Nicaragua, El Salvador y Costa Rica). Precisamente, los problemas comunes entre 
los países centroamericanos permitieron la visión compartida de soluciones, esfuerzos y 
objetivos comunes, mismos que a su vez han conducido y fortalecido los procesos de inte-
gración regional centroamericana.  

En ese sentido, el Tratado marco se fundamenta en un conjunto de acciones y esfuerzos cuyo 
fin y objetivos son la supremacía y el fortalecimiento del poder civil; el balance razonable de 
fuerzas; la seguridad de las personas y sus bienes; la superación de la pobreza y pobreza 
extrema; la promoción del desarrollo sostenible; la protección del medio ambiente; la erra-
dicación de la violencia, la corrupción, la impunidad; el terrorismo; la narcoactividad y el 
tráfico de armas; así como en la orientación de los recursos a la inversión social. 

El Tratado Marco contribuye en gran medida a un nuevo modelo de la Seguridad Centroa-
mericana. Este modelo se basa en el paradigma de Seguridad Humana, enfocado más en la 
protección de los derechos de la persona y sobre todo de los grupos más vulnerables como 
centro de acción y atención del Estado, dejando atrás la visión de control y represión hacia la 
población para asegurar la gobernabilidad y estabilidad institucional.  

A nivel local, la plataforma más importante en cuanto a la participación de la mujer en las 
FFAA se da en el contexto de la firma de los Acuerdos de Paz (diciembre, 1996) y 
respondiendo específicamente al Acuerdo de Fortalecimiento del Poder Civil y Función del 
Ejército en una sociedad democrática. Este acuerdo, da el marco para la reforma policial y 
reforma del sector defensa en Guatemala en cuanto a redefinición de conceptos y doctrina 
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basada en la seguridad humana y ciudadana, con énfasis en la prevención y en la protección 
de los derechos de las personas como fin de la seguridad.  

Al igual que el modelo de Seguridad del Tratado Marco, este concepto se contrapone al 
antiguo modelo utilizado durante los regímenes autoritarios denominado “la doctrina de 
seguridad nacional”, cuyo fin era la persecución y represión del “enemigo” en nombre de los 
intereses del Estado. Este Acuerdo plantea los nuevos conceptos de administración del 
Estado como la descentralización y la plataforma para la implementación de este proceso. 

A partir de los Acuerdos de Paz en Guatemala y el Tratado Marco de la Seguridad Democrá-
tica a nivel regional, se establece el marco para construir una sociedad justa y equitativa. 
Específicamente en lo relativo a Género, el Acuerdo para el Fortalecimiento del Poder Civil 
en una Sociedad Democrática, en su capítulo VI, desarrolla el tema de la importancia de la 
participación de la mujer para el fortalecimiento del Poder Civil. Para ello, el Gobierno se 
compromete a:  

a) Impulsar campañas de difusión y programas educativos a nivel nacional, encamina-
dos a concientizar a la población sobre el derecho de las mujeres a participar activa 
y decididamente en el proceso de fortalecimiento del poder civil, sin ninguna dis-
criminación y con plena igualdad, tanto de las mujeres del campo como de las muje-
res de las ciudades;  

b) Tomar las medidas correspondientes, a fin de propiciar que las organizaciones de 
carácter político y social adopten políticas específicas tendientes a alentar y favore-
cerla participación de la mujer, como parte del proceso de fortalecimiento del poder 
civil;  

c) Respetar, impulsar, apoyar e institucionalizar las organizaciones de las mujeres del 
campo y la ciudad;  

d) Determinar que en todas las formas de ejercicio del poder, se establezcan y garanti-
cen oportunidades de participación a las mujeres organizadas o no.  

Según la especialista en el tema de Mujeres, Paz y Seguridad de ONU Mujeres en Guatemala, 
Ana Grace Cabrera, debe retomarse los compromisos de los Acuerdos de Paz para el diseño 
e implementación del Plan de Acción de las Naciones Unidas en Guatemala. 
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3.2. Instituciones claves para la implementación del Plan de Acción de LA RE-
SOLUCIÓN 1325 en Guatemala 

3.2.1. SEPREM 
 

La SEPREM es la entidad encargada de asesorar y coordinar de políticas públicas en materia 
de promoción y desarrollo de las mujeres guatemaltecas, bajo la dirección inmediata del 
Presidente de la República. 

Tal como se ha visto anteriormente, los avances más notables de la institución en cuanto al 
tema de Seguridad y Género en coherencia con la Resolución 1325 en Guatemala, son: 

• La Política Nacional de Promoción y Desarrollo integral de las mujeres, creada a par-
tir de la Ley de Dignificación y Promoción Integral de la Mujer, y especialmente el 
Plan de equidad de oportunidades, 2008-2023 que en los siguientes apartados 
se desarrollará. 

• Y en segundo lugar, la próxima instalación de la sección de Seguridad y Género, 
cuyo fin es dar seguimiento a políticas de seguridad y asesorar a las instancias per-
tinentes en materia de Género. 

3.2.1.1. Política Nacional de Promoción y Desarrollo Integral de las Mujeres 
(PNPDIM) y el Plan de equidad de oportunidades (PEO), 2008-2023 

 

Esta política denominada “Política del Consenso” por la amplia participación de sectores 
involucrados en su elaboración, tiene como antecedente un conjunto de esfuerzos trabaja-
dos desde inicios de la década de los noventa. Algunas propuestas relacionadas con el tema, 
se elaboraron durante esta etapa, no obstante es hasta el 1997 cuando en coordinación con 
la Secretaría de Obras Sociales de la Esposa del Presidente –SOSEP-, la Oficina Nacional de la 
Mujer –ONAM- y las coordinaciones de organizaciones de mujeres en consenso, se acordó 
elaborar la Política Nacional de Promoción y Desarrollo de las Mujeres Guatemaltecas y el 
Plan de Equidad de Oportunidades 1999-2001.  
 
Posteriormente, con la recién creada Secretaría Presidencial de la Mujer en el año 2000, se 
elaboró un segundo documento de Política, con un Plan de Equidad de Oportunidades para 
un nuevo período del 2001 al 2006. En el año 2007, a partir de la evaluación de algunos de 
los ejes de la Política y los pocos avances de la misma, la SEPREM elabora nuevamente el 
documento de Política y un Plan para el período 2008-2023. 

Para la SEPREM, una de sus principales prioridades ha sido el proceso de elaboración y san-
ción de la Política como la  herramienta que contribuye al desarrollo integral y la plena par-



 

 

 

 

                                                                                                                          

 

P
ro

ye
ct

o 
R

E
S

D
A

L 
– 

G
P

S
F 

G
én

er
o 

y 
O

pe
ra

ci
on

es
 d

e 
pa

z 
en

 A
m

ér
ic

a 
La

tin
a:

 R
es

ol
u-

ci
on

es
 1

32
5 

y 
18

20
 d

e 
la

 te
or

ía
 a

 la
 p

rá
ct

ic
a 

 

20 

ticipación de las mujeres en condiciones de equidad. El conjunto de enunciados de esta Polí-
tica, encuentra respaldo jurídico y político en instrumentos internacionales, como la Con-
vención sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la Mujer -
CEDAW- (1979), la Plataforma para la Acción Mundial -PAM-, emanada de la IV Conferencia 
Mundial de la Mujer, Beijing 1995, y los Objetivos de Desarrollo del Milenio en su objetivo 3 
y meta 4. 

Se basa también en instrumentos jurídicos de Guatemala, como la Constitución Política de la 
República, los Acuerdos de Paz, la Ley de Dignificación y Promoción Integral de la Mujer 
(Decreto 7-99), la Ley de Desarrollo Social (decreto 42-2001), la Ley contra el femicidio y 
otras formas de violencia (Decreto 22-2008). El objetivo de la Política es promover el desa-
rrollo integral de las mujeres mayas, garífunas, xinkas y mestizas en todas las esferas de la 
vida económica, social, política y cultural. 

Específicamente el Plan de Equidad de Oportunidades 2008-2023, tiene como objetivo inte-
grar los distintos ejes, programas y metas de la PNPDIM y el PEO, en las distintas políticas 
generales y específicas de los ministerios, secretarías e instituciones del Organismo Ejecuti-
vo. 

Tanto en el PNPDIM como en el PEO, se contemplan diferentes ejes de política (12 en total), 
los cuales a su vez contienen programas, subprogramas, proyectos y actividades en sus res-
pectivos ámbitos. Cada programa cuenta con indicadores, metas así como temporalidad e 
identificación de las instituciones responsables de ejecutar las distintas acciones. Los ejes de 
la política son: 

• Eje de Desarrollo Económico y Productivo con equidad 

• Eje de Recursos Naturales, Tierra y Vivienda 

• Eje de Equidad Educativa con Pertinencia Cultural 

• Eje de Equidad en el Desarrollo de la Salud Integral con pertinencia cultural 

• Eje de Erradicación de la Violencia contra las Mujeres 

• Eje de Equidad Jurídica 

• Eje de Identidad en el Desarrollo Cultural 

• Eje de Equidad Laboral 

• Eje de Participación Socio Política 

• Eje de Identidad Cultural de las Mujeres Mayas, Garífunas y Xincas 

Actualmente la SEPREM prioriza 5 de estos ejes, los cuales se relacionan con temas de Edu-
cación, Salud, Desarrollo Económico, Erradicación de la Violencia y participación socio polí-
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tica. Sin embargo, a principios del año 2011, se observa un tema faltante en la estrategia, la 
Seguridad.18  

A pesar que la prevención y erradicación de la Violencia Intrafamiliar y la Violencia Contra la 
Mujer, se trabaja ampliamente a través de una institución específicamente creada para tales 
fines (CONAPREVI), se observa que la problemática es regularmente atendida una vez come-
tido el hecho, y solo a partir de entonces se aplican las medidas de protección. Sin embargo, 
no existen estrategias específicas para erradicar las causas. Respondiendo a esta inquietud y 
a raíz de los altos índices de inseguridad y violencia que se vive en el país, y de la falta de 
comprensión de este fenómeno, la SEPREM con el apoyo del programa Ventanas de Paz del 
PNUD19, decide a principios del año 2011, trabajar formalmente el tema de Seguridad y Gé-
nero.  

De enero hasta agosto del 2011 se logra concretizar esta iniciativa, la cual contempla como 
objetivo preliminar, desarrollar e investigar el tema de Seguridad dentro de la SEPREM, con 
el fin de integrar la perspectiva de género, y específicamente las políticas de género desarro-
lladas hasta ahora, con las políticas y planes de Seguridad. Desde esta perspectiva, se pre-
tende asesorar en material de género a las instituciones que conforman el Sector Seguridad, 
dando énfasis en las instituciones creadas a partir de la Ley Marco del Sistema de Seguridad 
(Decreto 18-2008), especialmente al Consejo Nacional de Seguridad. 

Como estrategia inicial, la SEPREM a través de esta nueva sección, pretende identificar todos 
los programas y actividades del PEO 2008-2023 que atribuyen funciones específicas a la 
Seguridad, para integrarlas a los planes de seguridad y monitorear los avances y logros con-
seguidos. Esta puede ser la estrategia y metodología que garantice la inclusión de la pers-
pectiva de género en la elaboración de las políticas de Seguridad. Asimismo, esta sección 
pretende impulsar la coordinación de esfuerzos apoyándose en los mecanismos ya creados.  

Otro de sus objetivos iniciales es adecuar el PEO 2008-2023 a la nueva legislación en mate-
ria de Seguridad, especialmente la Ley Marco que crea el Sistema Nacional de Seguridad y el 
Consejo Nacional de Seguridad como órgano de máximo nivel para la dirección y coordina-
ción del Sistema. El Consejo Nacional coordina a las instituciones con funciones de Seguri-
dad, incluyendo al Ministerio de Gobernación. 

Según la próxima encargada de esta sección dentro de la SEPREM, y actualmente asesora, 
Lcda. Jeannette Asencio, esta coyuntura en el marco del cumplimiento del PEO 2008-2023 
podría ser la plataforma para el diseño e implementación del Plan de Acción de la Resolu-
ción 1325. 

 

                                                             
1818 Entrevista a asesora de SEPREM y próximamente encargada del tema, Licda. Jeannette Asencio. 
19 Ventanas de Paz es un programa  
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3.2.2. Sistem Nacional de Seguridad 

Tal como se ha abordado en la sección anterior, tanto los Acuerdos de Paz como el Tratado 
Marco de Seguridad Democrática, sirven de fundamento para la redefinición de las Institu-
ciones encargadas de la Seguridad y Defensa durante el periodo de postconflicto.  

En base a los modelos desarrollados en los Acuerdos de Paz y Tratado Marco de Seguridad 
Democrática, se aprueba en el año 2008 la Ley Marco del Sistema Nacional de Seguridad -
SNS- (Decreto 18-2008), cuyo referente legal para la actuación del Estado son precisamente 
los paradigmas de la Seguridad Humana, Seguridad Integral y Democrática. Su finalidad es 
contribuir a la seguridad de la Nación, la protección de la persona humana y el bien común, 
en observancia de la Constitución Política de la República, el respeto de los Derechos Huma-
nos y el cumplimiento de los tratados internacionales ratificados por Guatemala.  

Los conceptos desarrollados en la Ley del SNS, parten también del paradigma de Reforma 
del Sector Seguridad el cual a través de un enfoque sistémico, pretende integrar a todos los 
sectores e instituciones que componen el sector seguridad.20 

Para la implementación del Sistema, la ley establece la necesidad de coordinar el funciona-
miento de instituciones, políticas, normativas y controles en materia de seguridad. Para ello, 
se definen las instituciones que integran el Sistema Nacional de Seguridad, las cuales son: 

• Presidencia del República  
• Ministerio de Relaciones Exteriores  
• Ministerio de Gobernación 
• Ministerio de la Defensa Nacional  
• Procuraduría General de la Nación 
• Coordinadora Nacional para la Reducción de Desastres -CON RED-  
• Secretaría de Inteligencia Estratégica del Estado -SIE-  
• Secretaría de Asuntos Administrativos y de Seguridad de la Presidencia de la Repú-

blica -SAAS- 

                                                             
20 La Reforma del Sector Seguridad es un concepto útil y práctico que proporciona integralidad 
al Sistema. Su enfoque contribuye a la integración de los diferentes roles, responsabilidades, 
actores y actividades que componen la Seguridad y los hace funcionar de forma sistémica y bajo 
principios que garantizan el pleno respeto a los derechos fundamentales y libertades ciudadanas. 
La visión holística e integral en la que se fundamenta, permite aglutinar los diferentes ámbitos 
del sector seguridad los cuales incluye los procesos de: reforma policial, reforma del sector de-
fensa, reforma del sector inteligencia, gestión integrada de las fronteras, reforma del sector peni-
tenciario, reforma del sector justicia y controles civiles y democráticos. (OCDE, 2007)  
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Para el funcionamiento del Sistema se crea el Consejo Nacional de Seguridad, como una ins-
titución del más alto nivel en materia de seguridad, que permita coordinar, integrar y dirigir 
al Sistema en su conjunto. El Consejo Nacional de Seguridad se encuentra integrado por:  

1) Presidente de la República 
2) Vicepresidente de la República  
3) Ministro de Relaciones Exteriores 
4) Ministro de Gobernación  
5) Ministro de la Defensa Nacional  
6) Secretario de Inteligencia Estratégica del Estado; 
7) Procurador General de la Nación.  

La ruta crítica para la integración y dirección del Sistema la Ley define una ruta crítica que 
incluye la Política Nacional de Seguridad, la Agenda Estratégica de Seguridad, y el Plan Es-
tratégico de Seguridad de la Nación. La formulación y diseño de estos instrumentos está a 
cargo del Consejo Nacional de Seguridad, como una de sus principales funciones. 

Los ámbitos específicos de funcionamiento para la coordinación según diferentes niveles, y 
según prevé la Ley, son los siguientes: 

• La Seguridad Interior 
• Seguridad Exterior 
• Inteligencia de Estado 
• Gestión de Riesgos y Defensa Civil 

El ámbito de la seguridad interior, tiene la función de enfrentar de manera preventiva y di-
recta el conjunto de riesgos y amenazas provenientes del crimen organizado, delincuencia 
común en defensa del Estado democrático de derecho. Este ámbito de funcionamiento actúa 
bajo la responsabilidad del Presidente de la República, a través del Ministerio de Goberna-
ción como ente encargado de la Seguridad y el cual tiene bajo su cargo la institución policial 
(Policía Nacional Civil) y la institución encargada de la Inteligencia Civil (Dirección de Inteli-
gencia Civil, DIGICI).21  

El ámbito de la seguridad exterior se circunscribe a la función del Estado de la defensa de la 
independencia y de la soberanía de Guatemala, la integridad del territorio, la paz, así como la 
conservación y fortalecimiento de las relaciones internacionales. Actúa bajo la responsabili-
dad del Presidente de la República por medio de los ministerios de Relaciones Exteriores y 
de la Defensa Nacional en coordinación.22  

En el funcionamiento y coordinación del ámbito de la seguridad exterior, la Ley Marco toma 
en cuenta el contenido de los Acuerdos de Paz, los tratados y convenios internacionales de 

                                                             
21 Art. 19. Ley Marco del Sistema Nacional de Seguridad (Decreto 18-2008).  
22 Art. 20. Ley Marco del Sistema Nacional de Seguridad (Decreto 18-2008). 
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los cuales forma parte. El propósito y finalidad de la seguridad exterior como ámbito que 
forma parte del Sistema de Seguridad, es prevenir y contrarrestar las amenazas y los riesgos 
que en lo político afecten al país y provengan de factores externos. En asuntos de defensa 
nacional específicamente, las funciones son el desarrollo de la política de defensa de la Na-
ción, y garantizar la convocatoria y movilización de la defensa civil.   

 

3.2.2.1. ámbito de Seguridad Interior 

A. Ministerio de Gobernación 

Según la Ley del Organismo Ejecutivo, en el Artículo 36, el Ministerio de Gobernación le co-
rresponde formular las políticas, cumplir y hacer cumplir el régimen jurídico relativo al 
mantenimiento de la paz y el orden público, la seguridad de las personas y de sus bienes, la 
garantía de sus derechos, la ejecución de las órdenes y resoluciones judiciales, administra 
los regímenes penitenciario y migratorio, y facilita la organización y participación social. 

El Despacho Ministerial de Gobernación, se conforma por el Señor Ministro de Gobernación 
y su equipo de Viceministros, siendo estos últimos los que tienen jerarquía inmediata infe-
rior para el despacho y dirección de las actividades del Ministerio. Los viceministerios son 
los siguientes: 

I. Viceministerio de Seguridad: La función del Viceministerio de Seguridad es cumplir 
y hacer cumplir las políticas y planes definidos por el Despacho Ministerial en las 
áreas de seguridad de las personas, sus familias y sus bienes, la garantía de sus de-
rechos, la ejecución de las órdenes y resoluciones judiciales y el régimen migratorio. 

II. Viceministerio Administrativo: La función de este Viceministerio es velar porque se 
desarrollen las tareas que sean necesarias para garantizar el control, supervisión, 
vigilancia y liquidación de las inversiones, contrataciones y ejecución presupuesta-
ria del Ministerio y sus dependencias, para la correcta administración de los fondos 
públicos. 

III. Viceministerio de Apoyo Comunitario: Este Viceministerio propone al Despacho Mi-
nisterial los anteproyectos de programas, planes y proyectos relacionados con la se-
guridad de las personas y sus bienes, que se elaboren en coordinación con las comu-
nidades, para su oportuna implementación. 

IV. Viceministerio de Apoyo al Sector Justicia: Y finalmente, el Viceministerio de Apoyo 
al Sector Justicia, vigila porque las dependencias del Ministerio cumplan con los pla-
nes y programas relacionados con el apoyo al Sector Justicia. 
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El Viceministerio de Apoyo Comunitario cuenta con asesoras especialistas en el tema de 
género que conocen y abordan el tema de Seguridad y Género. Actualmente se encuentra 
desarrollando planes pilotos de “Territorios libres de violencia” en 5 departamentos de Gua-
temala, los cuales pretenden contribuir a la prevención de violencia. Como parte de las acti-
vidades de este esfuerzo se promueve la difusión de leyes que previenen y sancionan la vio-
lencia intrafamiliar y contra la mujer, se trabaja sensibilización sobre el tema, se fomenta la 
participación ciudadana, y en un futuro previsto se pretende adoptar esfuerzos junto con las 
instituciones que trabajan el tema, como ONU Mujeres, SEPREM, CONAPREVI, DEMI, etc.  

B. Policía Nacional Civil 
 

Además de proporcionar un nuevo concepto de Seguridad, inseparable de los derechos fun-
damentales de las personas, los Acuerdos de Paz recogen el carácter multiétnico, pluricultu-
ral y multilingüe de la sociedad guatemalteca. Asimismo, en el Acuerdo de Fortalecimiento al 
Poder Civil y Papel del Ejército en una Sociedad Democrática, se crean las bases para la re-
definición de la Policía Nacional Civil, que de atención a las necesidades de los guatemalte-
cos, sin distinción de etnia o clase. Se concibe la nueva PNC, como una institución profesio-
nal a cargo de mantener y restablecer el orden y la seguridad pública.  

Las funciones de la PNC son: la investigación criminal, la prevención y combate de la delin-
cuencia, la aprehensión de las personas por orden judicial o delito flagrante, el manejo de la 
información sobre seguridad pública, la protección civil en caso de emergencias, vigilar el 
cumplimiento de las leyes, controlar la seguridad privada, regular el tránsito y prestar auxi-
lio a las fuerzas de seguridad civil de otros países. 

Se establece a través de la Ley de la Policía Nacional Civil (Decreto  11-97) la policía de un 
solo cuerpo, cuya estructura es descentralizada y conformada por diez mandos de Dirección, 
ocho Secretarías, la Inspectoría General y la Unidad de Autoría Interna. Siendo la Dirección 
General de la PNC, el órgano de superior jerarquía, y cuyo mando es ejercido por el Director 
General. El Director General a su vez responde al Ministro de Gobernación, el cual es nom-
brado por el Presidente de la República. 

La estructura de mandos a nivel Dirección, la conforman la Subdirección General de Preven-
ción del Delito, la Subdirección General de Investigación Criminal, la Subdirección General 
de Operaciones, Subdirección General de Seguridad Pública, la Subdirección General de Uni-
dades Especialistas, la Subdirección General de Personal, la Subdirección General de Finan-
zas y Logística, y la Subdirección General de Salud.  

Sección de Equidad de Género de la PNC 
En cuanto a los mecanismos y esfuerzos en materia de género dentro de la PNC, se crea la 
sección de Equidad de Género (2009), adscrita a la División de Prevención del delito de la 
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Subdirección General de Operaciones y antes conocida como la Oficina de Equidad de Géne-
ro. Esta sección se crea mediante una Orden General con número 44-2009, y contempla co-
mo su antecedente más importante, el Acuerdo sobre Fortalecimiento del Poder Civil y Fun-
ción del Ejército en una sociedad democrática. 

Actualmente la Sección de Equidad de Género, está compuesta por una oficina central ubi-
cada en el interior de la Dirección General de la PNC y dos delegaciones departamentales, 
ubicadas en los Departamentos de Alta Verapaz e Izabal. 

Se plantea como misión “velar y promover políticas y estrategias institucionales que permi-
tan la equidad de Género y actuación policial del personal en el funcionamiento institucio-
nal”. En su visión contempla “institucionalizar la incorporación y operacionalización de la 
equidad de género en la PNC, alcanzando la igualdad de oportunidades en todos los ámbitos 
de la institución policial: en las políticas y normativas internas y en su actuación para la pre-
vención del delito”. Su objetivo general es constituirse como el órgano encargado de capaci-
tar, sensibilizar y formular los conocimientos y medidas de prevención del delito en el ámbi-
to interno policial y en la presentación del servicio a la comunidad con enfoque de género. 
Su estructura está conformada por la Oficina de Asuntos Administrativos, Oficina de Capaci-
tación, y delegaciones departamentales.  

Uno de sus objetivos es contribuir a la incorporación del enfoque de género en la carrera 
policial, elaborar propuestas para el mejoramiento de las condiciones laborales para el per-
sonal de la PNC, y promover la participación e incorporación de las mujeres a la institución 
policial velando por la equidad de género. Asimismo, contempla como una estrategia de 
acción, contribuir a aplicar la Política Nacional de Promoción de Desarrollo Integral de las 
Mujeres Guatemaltecas. 

Diágnostico de Género de la PNC 
Hasta la fecha, la PNC ha realizado 3 diagnósticos de género durante el 2003, 2006 y 2009, 
para evaluar la situación de la mujer policía a lo interno de la institución. Los hallazgos pre-
liminares más importantes del último diagnóstico realizado en el año 2009, fueron: 

• Baja participación de mujeres en la Policía especialmente mujeres indígenas 

• Bajos niveles de incorporación de mujeres policías en la Academia debido al régi-
men de acuartelamiento y permanencia obligatoria 

• Baja participación de mujeres policías en procesos de ascenso por el sistema de 
traslados 

• Se percibe favoritismo, desigualdades y corrupción en los procesos de ascensos y 
traslados 
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• Prevalece la opinión que las relaciones laborales e intergenéricas se desarrollan en 
un ambiente de normalidad, respeto y se consideran buenas. Sin embargo, se evi-
dencia aún prácticas de acoso sexual, hostigamiento laboral, en detrimento de la 
dignidad y derechos de las mujeres policías. 

• Las condiciones de infraestructura se consideran no favorables para las mujeres 

• Como un factor positivo, se valora la participación de las mujeres en la comunidad 
por la calidad en el trato. 

En el Diagnóstico, también se muestra el estado de fuerza policial en Guatemala en términos 
numéricos y diferenciado por sexo. Esta medición indica la participación de un total de 
3,111 mujeres en diferentes grados y 21,902 hombres, lo que suma un total de 25,013 
efectivos policiales. Esto demuestra una débil participación de la mujer, y las directrices que 
deben fomentar la plena participación e incorporación de más mujeres. 

 

Fuente: Elaboración propia en base a datos de la Policía Nacional Civil. 
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Fuente: Elaboración propia en base a datos de la Policía Nacional Civil. 

Una de las recomendación más importante de este ejercicio de diagnóstico, ha sido la de 
enfatizar sobre la necesidad de diseñar y construir una política institucional, que pueda 
permear toda la normativa incluidas las políticas, programas y acciones de la institución, 
tanto en su ámbito interno como en el servicio público que brinda, desde un enfoque de 
género en el marco del respeto de los derechos humanos.23 

Según entrevista con encargada de la Sección de Equidad de Género, Lcda. Dora Mejía, no 
existe política de género, sin embargo se han hecho esfuerzos significativos entre el Ministe-
rio de Gobernación y la Sección de Equidad de Género PNC para elaborar la propuesta con el 
apoyo y asesoría de ONU Mujeres. 

Logros y avances recientes de la Sección de Equidad de Género 
De los logros y avances más significativos en la implementación de programas y proyectos 
durante el 201024, están la implementación de cursos de formador de formadores de género 
(45 en total), y la asignación de 6 delegaciones regionales ubicadas en los departamentos de 
Cobán, Alta Verapaz, Amates Izabal, Quetzaltenango, Chimaltenango, Escuintla y Petén, con 
el fin de implementar el enfoque de género en la institución policial. 

Se ejecutaron además programas de capacitación y sensibilización en temática de género a 
lo interno y externo de la institución policial, se elaboró una propuesta de Plan Estratégico 
para el abordaje de la violencia basada en género en conjunto con el Ministerio de Goberna-
ción y se realizó un Diagnóstico preliminar de la situación actual de la mujer Policía. 

                                                             
23 Entrevista a la encargada de la Sección de Equidad de Género, Lcda. Dora Mejía 
24 Sección de Equidad de Género de la PNC. Guatemala, 2010 
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A nivel de la Academia de la Policía, se creó una Oficina de Género en noviembre del 2010, 
con el fin de asesorar a personal de entrenamiento sobre enfoque de género, que promueva 
la equidad entre mujeres y hombres, para ello se realizó un diplomado de género para ins-
tructores. 

Para el año 2011, los avances más significativos han sido, la construcción de una propuesta 
de Plan de Acción Operativo basado en funciones de la Sección de Equidad de Género25, la 
capacitación de formador de formadores a través de un Diplomado de Género de 12 módu-
los, con el objetivo de dejar la capacidad instalada en instructores (actualmente se están 
formando a un aproximado de 95 formadores), y finalmente la incorporación del tema de 
Género en la currícula de la Academia de la PNC como un curso dentro del área humanística, 
sin embargo se pretende en el futuro incorporar el tema de Género como eje transversal. 

Como un aporte adicional a los diagnósticos realizados, se pretende con el apoyo de ONU 
Mujeres y el programa de Ventanas de Paz financiado por PNUD, la divulgación de los 3 
diagnósticos realizados y un análisis comparativo entre el 2003, 2006 y 2009 para evaluar 
avances y retrocesos en el tema. 

La PNC a través de la Sección de Equidad de Género y cada uno de sus logros, es una institu-
ción clave para la posible implementación de Plan de Acción de la Resolución 1325. No obs-
tante, al estar adscrita y depender de una División y Subdirección26, la posición jerárquica 
de ésta sección dificulta la sostenibilidad de acciones o procesos que puedan darse para la 
elaboración de propuestas. Es necesario para ello, buscar la coordinación con el Consejo 
Nacional de Seguridad, el Ministerio de Gobernación, la SEPREM, con el apoyo de Organiza-
ciones de Sociedad Civil que trabajen el tema de Seguridad y Género, y ONU Mujeres como 
una Agencia Internacional especializada en el tema. 

 

3.2.2.2. Ambito de Seguridad Exterior 

A. Ministerio de la Defensa Nacional 
 

El Ministerio de la Defensa Nacional, es un Ministerio de Estado del Gobierno de Guatemala 
encargado del presupuesto, formación y política de los militares de Guatemala. Se constituye 
como el ente rector y responsable de formular las políticas o lineamientos para hacer que se 
cumpla el régimen jurídico relativo a la defensa de la soberanía nacional y la integridad del 

                                                             
25 Hasta el momento, esta iniciativa se encuentra en la fase de elaboración de términos de refe-
rencia para la contratación de personal profesional para la elaboración del Plan.  
26 La Sección de Equidad de Género depende de la División de Prevención del Delito, la cual depen-
de a su vez de la Subdirección General de Operaciones. 

http://es.wikipedia.org/wiki/Pol%C3%ADtica_de_Guatemala
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territorio, y es el órgano de comunicación entre el Ejército de Guatemala y los demás Orga-
nismos del Estado, con atribuciones operativas, administrativas y político-estratégicas27. 

Por otro lado, el Ejército de Guatemala integrado por fuerzas de tierra, aire y mar, define su 
misión para mantener la independencia, la soberanía y el honor de Guatemala, la integridad 
del territorio, la paz y la seguridad interior y exterior. También se define como profesional, 
apolítico, obediente y no deliberante.  

No obstante, con la aprobación de la Ley Marco del Sistema Nacional de Seguridad, Decreto 
Nº 18-2008, el Ministerio de Defensa junto con el Ministerio de Relaciones Exteriores, se 
integran al ámbito específico de actuación de la Seguridad Exterior dentro del Sistema Na-
cional de Seguridad, con funciones también específicas relativas al sector de Seguridad Exte-
rior. Así el Ministerio de Defensa, junto con el Ministerio de Relaciones Exteriores en su ám-
bito, deben operar en  coordinación con los distintos sectores que conforman la Seguridad, a 
través del máximo órgano que coordina el Sistema, el Consejo Nacional de Seguridad y bajo 
la dirección de una Política de Seguridad elaborada por el Consejo.  

En el marco de la nueva ley, se entiende la función de defensa para la independencia, la so-
beranía, la integridad del territorio y la paz, así como la conservación y fortalecimiento de 
las relaciones internacionales. El ámbito de seguridad exterior creada en la Ley Marco, actúa 
bajo la responsabilidad del Presidente, por medio de los ministerios de Relaciones Exterio-
res y de Defensa. 

Según la ley, en el funcionamiento y coordinación del ámbito de la seguridad exterior se 
tomará en cuenta el contenido de los tratados y convenios internacionales de los cuales Gua-
temala forma parte. En materia de política exterior, su propósito es prevenir y contrarrestar 
las amenazas y los riesgos que en lo político afecten al país y provengan de factores exter-
nos. En asuntos de defensa nacional, su tarea es desarrollar la política de defensa de la Na-
ción, y garantiza la convocatoria y movilización de la defensa civil.  

B. El Ejército de Guatemala 
 

La reconversión militar en Guatemala es una de las reformas esenciales en el marco de una 
sociedad en transición democrática, en ese sentido los Acuerdos de Paz Firme y Duradera, 
específicamente el Acuerdo sobre Fortalecimiento del Poder Civil y funcionamiento del Ejér-
cito en una sociedad democrática, constituye la base  fundamental para la Reforma de las 
instituciones del Estado y entre ellas, de manera particular, al Ejército de Guatemala.  

En los Acuerdos de Paz, la misión del Ejército de Guatemala queda definida como la defensa 
de la soberanía del país y de la integridad de su territorio; no se contemplan otras funciones 
y su participación en otros campos se limitará a tareas de cooperación, según afirma el 

                                                             
27 Art. 16 y 17 de la Ley Constitutiva del Ejército (Decreto 72-90) 
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Acuerdo. Para ello, el Estado se compromete en reformar el artículo 244, el cual contempla-
ra como única función la defensa la soberanía del Estado y la integridad del territorio.  

A pesar de los cambios, nueva legislación y de la apertura del Ejército de Guatemala hacia la 
democracia, se concibe a esta institución profundamente conservadora y asociada al sistema 
patriarcal y de predominio masculino28 y por tal motivo reticente a ciertas reformas estruc-
turales. 

Hasta el momento, no se ha institucionalizado un departamento de Equidad de Género y aun 
no se cuenta con una política institucional de género que promueva la plena participación e 
incorporación de las mujeres en la institución. No obstante, dentro de la institución existen 
posibilidades de promover el enfoque de género y los aspectos más relevantes de la Resolu-
ción 1325 a través de la Dirección de Operaciones de Paz. 

La Dirección de Operaciones de Paz 
La Dirección de Operaciones de Paz, fundada en enero del 2006, tiene como misión asesorar 
al Alto Mando del Ejército de Guatemala en temas relacionados con la participación de per-
sonal y unidades militares en misiones de paz, dentro del marco de la Organización de las 
Naciones Unidas. Así mismo, sirve de enlace con diversos organismos gubernamentales y no 
gubernamentales, nacionales, regionales e internacionales, para fortalecer los esfuerzos de 
participación en dichas operaciones. 

Al responder a las exigencias establecidas por las Naciones Unidas para desplegar contin-
gentes en Misiones de Operaciones de Paz fuera del país, y al beneficiarse de la experiencia 
de las Operaciones de Paz en otros continentes que permita la relación y convivencia inter-
cultural con otros Ejércitos, la Dirección de Operaciones de Paz incorpora de manera per-
manente el tema de género y DDHH en el entrenamiento, preparación y capacitación a ofi-
ciales, y por lo tanto es un sector especialmente sensibilizado en cuanto a la igualdad de 
género dentro de la institución. En atención a los estándares y demandas de las Naciones 
Unidas y a pesar que no existe una política institucional de género, se trata de atender las 
necesidades de las mujeres para que puedan desempeñar su función. 
La capacitación y  el entrenamiento para Operaciones de Paz, tiene un enfoque distinto al 
entrenamiento militar tradicional. Este entrenamiento requiere de estrategias de coordina-
ción de actividades con otras instituciones, especialmente Relaciones Exteriores quien tiene 
el liderazgo, y requiere de una agenda nacional para acometer objetivos comunes de segu-
ridad y defensa. 
Sobre esta base, se impulsa a través de la Dirección de Operaciones de Paz, la institucionali-
zación de una Directiva de Procedimientos de Operaciones de Paz en la etapa pre y post 
despliegue, donde se reglamentan una serie de procesos que incluyen aspectos de género, 
tanto a lo interno de la institución como en el servicio que se presta. Por esta y otras razo-

                                                             
28 Donadio, Marcela coord. (2009) La Mujer en las instituciones armadas y policiales. Resolución 
1325 y Operaciones de Paz en América Latina. Buenos Aires: RESDAL, 154. 
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nes, éste institución podría constituirse como punto de entrada para el diseño e implemen-
tación de los Planes de Acción de la 1325. 
 
 
 

Tabla 6. Mujeres guatemaltecas desplegadas 
en Operaciones de Paz de Naciones Unidas, 
julio 2011 
Misión Descripción Total 
MINUSTAH Tropa 12 
MONUSCO Tropa 5 
UNIFIL Tropa 1 
Total 18 

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Departamento de Operaciones de Manteni-
miento de la Paz de las Naciones Unidas. 

Participación de Mujeres en las FFAA 
Dentro de los antecedentes, la primera mujer que causó alta en Ejército de Guatemala, según 
documentación oficial de la Dirección de Personal del Estado Mayor de la Defensa Nacional 
(2011), fue en el año 1945, como especialista en la Compañía de apoyo y servicios de la bri-
gada militar “General Manual Lisandro Barillas” con sede en Quetzaltenango. No obstante, es 
hasta septiembre de 1970 que se incorpora la primera mujer oficial en Ejército de Guatema-
la, posteriormente jubilada en 1996. Antes de 1997 las mujeres realizaban sus estudios en el 
extranjero para luego ingresar como oficiales en el Ejército de Guatemala. La mayoría hacían 
sus estudios en la Escuela Militar de Enfermeras de México y se graduaban como oficiales de  
sanidad militar. 

A partir de los Acuerdos de Paz y específicamente el Acuerdo para el Fortalecimiento del 
Poder Civil y el papel del Ejército en una sociedad democrática, surge la necesidad de fo-
mentar la participación de las mujeres como parte de la modernización institucional. Para 
ello, en junio de 1997 la Escuela Politécnica permite el ingreso de personal femenino  para 
realizar estudios como  oficiales del Ejército de Guatemala.  

La participación de las mujeres en academia militar a partir de los Acuerdos de Paz, se fun-
damenta en el artículo 7º del Reglamento de la Escuela Politécnica, el cual señala que tanto 
las mujeres como hombres cadetes son iguales en dignidad y derechos, gozarán de las mis-
mas consideraciones de acuerdo a su sexo, con acceso pleno al desarrollo, recursos y servi-
cios con el trato justo e igualdad de oportunidades y no existirá más distinción que la origi-
nada por el talento y virtudes militares. 

Actualmente 5 mujeres cadetes se preparan en la escuela naval de Guatemala, 15 en la Es-
cuela Técnica Militar de Aviación, 48 en la Escuela de Músicas Militares, 6 en la Escuela de 
Electrónica, y 8 en el curso de paracaidismo.  
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En cuanto a la participación femenina en el Ejército, según el diagnostico de datos estadísti-
cos presentado durante la realización de esta investigación29, actualmente hay 78 oficiales 
mujeres de carrera y 60 oficiales asimiladas mujeres que se encuentran prestando sus servi-
cios en el Ejército de Guatemala. Hasta la fecha, han habido 12 mujeres oficiales y 65 espe-
cialistas jubiladas por cumplir tiempo de servicio. Según datos del año 2010, el total de efec-
tivos militares en la fuerza terrestre, marítima y aérea es de 14.90630. 

Tabla 6. Oficiales mujeres por grado y arma 
en Guatemala, 2011 

Total 

Coronel de sanidad militar 4 
Teniente coronel de sanidad militar 1 
Mayor de sanidad militar 3 
Mayor de intendencia 1 
Capitán primero de sanidad militar 7 
Capitán segundo de sanidad militar 5 
Capitán segundo de material de guerra 4 
Capitán segundo de transmisiones 1 
Teniente de fragata 2 
Teniente de transmisiones 2 
Teniente de policía militar 3 
Teniente de material de guerra 5 
Teniente de intendencia 4 
Teniente de ingenieros 4 
Teniente de sanidad militar 1 
Teniente de aviación p.a. 1 
Alférez de navío 2 
Subteniente de infantería 1 
Subteniente de ingenieros 1 
Subteniente de intendencia 5 
Subteniente de material de guerra 2 
Subteniente de policía militar 11 
Subteniente de sanidad militar 1 
Subteniente de transmisiones 7 
Total 78 

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Estado Mayor de la Defensa Nacional. 
A nivel academia, la participación de la mujer según datos recientes es de 5 mujeres alum-
nas cadetes en la escuela naval de Guatemala, 15 en la Escuela Técnica Militar de Aviación, 

                                                             
29 Entrevistas a Dirección de Personal del Estado Mayor de la Defensa Nacional, el 16/05/2011. 
30 Donadio, Marcela (2010). Atlas Comparativo de la defensa en América Latina. Buenos Aires: 
RESDAL, 217. 
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48 en la Escuela de Músicas Militares, 6 en la Escuela de Electrónica, y 8 en el curso de para-
caidismo.  

 

3.2.3. Organismo Legislativo 
 

El órgano encargado de trabajar propuestas a favor de las mujeres dentro del Organismo 
Legislativo, es la Comisión de la Mujer. Está comisión está integrada por 9 diputadas, (el 
mínimo es 15) y durante este período ha trabajado iniciativas de ley importantes para el 
avance de las mujeres en Guatemala. 

Las leyes e iniciativas aprobadas más importantes han sido: Ley contra el femicidio y otra 
formas de violencia (22-2008); Ley contra la violencia sexual, explotación y trata de perso-
nas (Decreto 09-2009); y, la iniciativa de Ley para Reformar el Presupuesto Nacional de 
ingresos y egresos, que incorpore el enfoque de género (a raíz de la elaboración del Manual 
de Clasificador de Género de la SEPREM).  

Actualmente se encuentra promoviendo la iniciativa de ley 4088, que Reforma la Ley Electo-
ral y de Partidos Políticos, decreto 1-85, de la Asamblea Nacional Constituyente. Esta ley 
busca reformar el artículo 212 de la Ley Electoral, el cual dicta sobre la postulación e ins-
cripción de candidatos. La reforma postula que se deberá incluir en forma igualitaria, a mu-
jeres indígenas, ladinas o mestizas y a hombres indígenas, ladinos o mestizos, en las postula-
ciones, de acuerdo a la composición del distrito electoral correspondiente, tomando en 
cuenta los daros del último censo nacional de población. Refiere también sobre el orden de 
postulación, que deberá alternarse entre mujer y hombre, de manera que a una posición 
ocupada por una mujer, siga la posición ocupada por un hombre, o viceversa, y así sucesi-
vamente; para que tanto los hombres como mujeres, participen igualitariamente en cuanto 
al número y posición en las casillas. 

Asimismo, la Comisión ha desarrollado reuniones a nivel local, para la sensibilización sobre 
el tema de género y trabaja en apoyo de la campaña “Más Mujeres, más poder” para mayor 
paridad y representatividad de la mujer en procesos de toma de decisiones. 

Según la entrevista a la asesora de la Comisión de la Mujer en el Congreso, Lcda. Vilma Ma-
saya, se observa que como asesora conoce muy bien las Resoluciones 1325 y 1820, sin em-
bargo, advierte el vacío político de las mujeres en el Congreso, pues la poca participación de 
las mujeres diputadas dentro del Organismo Legislativo, responde a los intereses sectoriales 
de partidos, más que al beneficio de las mujeres como grupo social vulnerable. Aun así, re-
conoce que ha habido avances y logros, y uno de los más importantes es la iniciativa de ley 
4088, ya que puede ser la base para una mayor participación de las mujeres y mayor repre-
sentatividad. Reconoce también que existen diputadas sensibilizadas y comprometidas con 
la igualdad de género y que ejercicios anteriores, como la aprobación de la Ley de Femicidio 
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(22-2008) y la Ley contra la violencia sexual, explotación y trata de personas (Decreto 09-
2009), demuestra que existen posibilidades para el diseño e implementación del Plan de 
Acción de Resolución 1325 en el plazo más pronto. 

 

3.3 Otras instituciones que deben formar parte del Plan de Acción de la Resolu-
ción 1325  

 
Según entrevista con la asesora de la SEPREM. Lcda. Jeannette Asencio, la Secretaría General 
de Planificación y Programación de la Presidencia, SEGEPLAN es otras de las instituciones 
que deberían formar parte de la implementación del Plan de Acción de la Resolución 1325. 
La SEGEPLAN es el órgano de planificación del Estado, establecida como una institución de 
apoyo a las atribuciones de la Presidencia de la República. Su principal función es contribuir 
a la formulación de la política general de desarrollo del Gobierno y a través del monitoreo y 
seguimiento, evaluar su ejecución y efectos31.  
 
Para hacer operativa su naturaleza, la SEGEPLAN tiene dos ámbitos de planificación y pro-
gramación: el global y sectorial y el de su validación en las instancias de participación ciuda-
dana, en todo el territorio nacional y por medio del Sistema de Consejos de Desarrollo. 
 
A nivel municipal, están las Oficinas Municipales de la Mujer instituído para dar atención y 
énfasis a las necesidades específicas de las mujeres del municipio (a nivel local) a través del 
fomento de su liderazgo comunitario, participación económica, social y política. Tal como ya 
se ha visto anteriormente, esta oficina está facultada para coordinar con las dependencias 
responsables la gestión de cooperación técnica y financiera con entes nacionales e interna-
cionales para la implementación de acciones y proyectos a favor de las mujeres del munici-
pio32. 
 
Otra institución que también debe formar parte a opinión de la asesora de la Comisión de la 
Mujer del Congreso de la República, Lcda. Vilma Masaya, es la Secretaría de la Paz, SEPAZ, 
como el ente encargado de promover la paz firme y duradera y articular y promover pro-
gramas, proyectos, actividades y acciones, con entidades del Estado y actores de la sociedad 
guatemalteca, encaminadas a dar cumplimiento a la agenda y compromisos de la Paz. 

En la estrategia debe también incluirse al Ministerio Público, el cual como un avance en ma-
teria de género ha creado la Fiscalía de la mujer que en coordinación con otras instancias y 
bajo un modelo de atención integral a implementarse que evite la duplicidad de funciones y 

                                                             
31 Artículo 14 del Decreto 114-97. 
32 Artículo 95 bis del Código Municipal. 
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revictimización de las mujeres, intenta dar respuesta o prevenir casos de violencia intrafa-
miliar y contra la mujer según normativa establecida. 

En ese sentido, debe considerarse que la justicia, acompañada de adecuada sensibilización y 
capacitación en el tema, es una de las principales herramientas para alcanzar la igualdad de 
género33 

Es necesario de igual manera, incorporar a las Organizaciones de Sociedad Civil, especializa-
das en el tema de Género y Seguridad y todas las iniciativas desarrolladas respecto al tema 
(incluídos foros públicos, talleres, investigaciones, campañas de información y concientiza-
ción, festivales, etc.), que puedan contribuir al tema y hacer sostenible la implementación 
del Plan de Acción de la Resolución 1325. Las Organizaciones de Sociedad Civil especializa-
das junto con la comunidad internacional, ha sido el espacio y sector que más conoce las 
recomendaciones de la Resolución 1325 y reconoce su importancia, por lo tanto lo mantiene 
vigente.  

En ese sentido, es importante mencionar dos iniciativas desarrolladas en Guatemala, que 
contribuyen y responden de especial manera a la Resolución 1325. La primera es el trabajo 
y esfuerzo del Tribunal de conciencia contra la violencia sexual hacia las mujeres durante el 
Conflicto Armado, constituido el 5 de marzo del año 2010, y el cual se enmarca principal-
mente en la Resolución 1325 y 1820 de las Naciones Unidas para poner fin a la impunidad y 
reparar a las mujeres por los actos de violencia perpetrados contra ellas en el contexto del 
conflicto armado; y la segunda iniciativa es  la campaña del Secretario General de las Nacio-
nes Unidas: Únete para poner fin a la violencia contra las Mujeres en Guatemala, centrada en 
la promoción de los derechos de las mujeres y el fortalecimiento de instituciones y sus me-
canismos a nivel regional, nacional y local, para erradicar la violencia contra las mujeres. 

Finalmente, se reconoce el trabajo de ONU Mujeres en cuanto al tema de Mujeres, Paz y Se-
guridad, especialmente a través del Programa de Ventanas, que al igual que las Organizacio-
nes de Sociedad Civil, apuestan por los principios y fundamentos de la Resolución 1325 y 
1820. 

  

                                                             
33 ONU Mujeres (2011) 
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Conclusiones 

La transversalidad de género en la Reforma del Sector Seguridad (RSS) no puede tomarse 
como un tema aislado, debe ser un proyecto integral y sostenido que busque como último 
fin, el desarrollo y la equidad social.  

Por esta y otras razones de peso, la participación de las mujeres en la toma de decisiones ha 
cobrado mayor importancia a nivel internacional. Respondiendo al informe denominado 
“Las mujeres, la paz y la Seguridad” que el Secretario General de las Naciones Unidas presen-
ta en los años 2002 y 2004 al Consejo de Seguridad, y a la recomendación  del Informe del 
año 200434, se hace evidentemente necesario la elaboración de Planes de Acción para la 
aplicación de la Resolución 1325 en Guatemala, con el objetivo de mejorar la rendición de 
cuentas, la supervisión y la presentación de informes sobre los progresos de la aplicación 
dentro del sistema de las Naciones Unidas.  

Para estos propósitos, los avances de la Política Nacional para el Desarrollo Integral de la 
Mujer y el Plan de equidad de Oportunidades 2008-2023, la creación de políticas y meca-
nismos institucionales de género,  los diagnósticos de participación de las mujeres en las 
FFAA y en las Operaciones de Paz y la aprobación de leyes en materia de género35 son fun-
damentales indicios para hacer notar avances sobre el tema y la plataforma para echar an-
dar en el corto mediano plazo, planes de acción para la pronta y adecuada implementación 
de las Resoluciones 1325 y 1820. 

Al analizar el contexto y las perspectivas para la implementación de planes de acción sobre 
la resolución 1325 en Guatemala, es necesario evaluar el impacto de las políticas y planes de 
género existentes, el análisis de los actores involucrados, y con ello la institución que posi-
blemente pueda liderar esta importante iniciativa, considerando los siguientes aspectos: 

• Coordinación interinstitucional 
• Coordinación regional y multilateral 
• Formación de capacidades 
• Incorporación de mujeres en estructuras de decisión política e institucional en ma-

teria de paz y seguridad 
• Participación sistemática y en aumento de mujeres en ámbitos relacionados con la 

seguridad y misiones de paz 

                                                             
34 http://www.un.org/womenwatch/ods/S-2004-814-S.pdf 
35 Incluida también la ley pendiente de aprobar (iniciativa de ley 4088 del Congreso de la República 
de Guatemala) como instrumento legar que promueve la participación de la mujer en procesos de 
toma de decisión. 
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• Protección de los derechos humanos de las mujeres y niñas en temas de violencia 
armada y no armada. 
 

Hasta el momento, los primeros hallazgos producto de las entrevistas realizadas es que a 
nivel general no se tiene conocimiento de la Resolución 1325. Tampoco se tiene contempla-
do ninguna estrategia, plan o política institucional de género para incrementar o fomentar la 
participación de las mujeres en las FFAA y en Operaciones de Paz. Según el análisis, la Políti-
ca Nacional para el Desarrollo Integral de la Mujer y el Plan de equidad de Oportunidades 
2008-2023, junto con los planes de formación, educación o sensibilización respecto a géne-
ro, serían la piedra angular para diseñar y posteriormente implementar políticas de género 
y planes de acción para el 1325.  

Respecto a los actores, se estima que la SEPREM a través de sus instrumentos y mecanismos 
establecidos, junto con el Consejo Nacional de Seguridad contemplando principalmente al 
Ministerio de Gobernación, Ministerio de Defensa y Ministerio de Relaciones Exteriores, 
pueden ser las instituciones que puedan liderar los esfuerzos para la implementación del 
Plan de Acción 1325. 

Otras instituciones que deberían acompañar el proceso que impulsa la propuesta del plan 
son  SEGEPLAN, como ente encargado de la Planificación, la Secretaría General de Planifica-
ción, junto con las Organizaciones de Sociedad Civil especializadas en el tema de Seguridad y 
Género y las agencias especializadas de las Naciones Unidas, como ONU Mujeres. El gráfico 
de la propuesta en el siguiente gráfico: 

Posibles instituciones involucradas en el diseño e implementación del Plan de Acción 
de la Resolución 1325: 

 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 Con el apoyo de Organizaciones de Sociedad Civil especializa-

das en el tema de Seguridad y Género y  
la Agencia de las Naciones Unidas especializada: ONU Mujeres 

SEGEPLAN**** 

La Política Nacional de Promoción  
y Desarrollo Integral de las Mujeres –PNPDIM-  

y el Plan de Equidad de Oportunidades -PEO 2008-2023 

Organismo 
Legislativo 
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*Secretaría Presidencial de la Mujer 
**Consejo Nacional de Seguridad, integrada por instituciones en los ámbitos de seguridad 
interna, Ministerio de Gobernación y Policía Nacional Civil, y seguridad exterior integrada 
principalmente por el Ministerio de Defensa y Ministerio de Relaciones Exteriores. 
***Sector Justicia integrada principalmente por Organismo Judicial y el Ministerio Público. 
****Con la asesoría y apoyo de la Secretaría General de Programación y Planificación Nacio-
nal 
Fuente: Elaboración propia en base a entrevistas realizadas. 
 
Un aspecto que resalta y que se considera de importancia, es el liderazgo de Guatemala en el 
tema de Operaciones de Paz36, esta podría ser el indicio para que también lo sea en relación 
al Plan de Acción 1325 a nivel regional, sin embargo es necesario en el plano político la con-
certación y armonización de esfuerzos, y a nivel institucional, la formación o capacitación en 
el tema de género. 

No se tiene contemplado tampoco una estrategia, plan o política institucional de género en 
la Policía Nacional Civil y Ejército para incrementar o fomentar la participación de la Mujer, 
y en el caso del Ejército incrementar la participación femenina en las Operaciones de Paz, sin 
embargo la Dirección de Operaciones de Paz del Ejército de Guatemala, contempla entre sus 
objetivos y metas, institucionalizar un Directivo de Operaciones de Paz que contiene aspec-
tos de género. Esta podría ser la base para la formación, educación o sensibilización respec-
to a género y posteriormente diseñar  políticas de género y planes de acción para el 1325. 
Aparentemente, el liderazgo del Ministerio de Relaciones Exteriores quien debería coordi-
nar los esfuerzos relativos a las Operaciones de Paz e integrar el ámbito de seguridad exte-
rior dentro del Sistema Nacional de Seguridad, no resalta como líder en el tema, posiblemen-
te por ser año electoral. En ese sentido, se considera vital fomentar la integración y partici-
pación del Ministerio de Relaciones Exteriores dentro del ámbito de seguridad exterior del 
Sistema Nacional de Seguridad, como institución que cumple un rol fundamental para la 
implementación del Plan de Acción de la Resolución 1325.  

  

                                                             
36 En Guatemala está instalado el Centro Regional de Entrenamiento de Operaciones para el Mante-
nimiento de la Paz, que da capacitación a FFAA a nivel regional y participa activamente en contin-
gentes de Paz a nivel global. 
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